CONTRALORÍA GENERAL Y PROCURADURÍA ACORDARON PRESENTAR
PROYECTO DE LEY PARA CREAR “DEFENSOR JURÍDICO DEL ESTADO”
 
*En momentos en que se agita el tema de las demandas contra el Estado, se ha conocido la buena noticia que, en segunda y definitiva instancia, el Consejo de Estado fallo a favor de la Nación en el llamado “pleito de las tierras de Oriente”, con la cual la abultada pretensión de $595  billones dejará de ser registrada en el Balance General de la Nación.
 
*El Contralor Julio César Turbay Quintero considera que  deben explorarse alternativas para que haya reparación a las víctimas del secuestro, pero no por parte del Estado sino de los grupos violentos (guerrilla, paras y narcoterroristas).
 
Bogotá, julio 14 de 2010.- La Contraloría General de la República y la Procuraduría General de la Nación acordaron presentar a consideración del Congreso de la República un proyecto de ley que crea la Oficina del Defensor Jurídico del Estado, como una alternativa para enfrentar al más alto nivel, y en forma unificada, el cumulo de demandas contra las entidades estatales.
 
El anuncio lo hizo el Contralor General de la República, Julio César Turbay Quintero, en la instalación del “Seminario de Inducción a la Administración Pública para Congresistas Electos 2010-2014”,  al tiempo que consideró que “El Estado debe reconocer sus fallas, pero no puede atender y responder por los actos delictivos de sus enemigos”.
 
Para el Contralor, si bien es claro que las víctimas de secuestro merecen toda la solidaridad y respeto de los colombianos, también es cierto que tienen derecho a reparación, pero no de parte del Estado sino de quienes los secuestraron, de los grupos armados al margen de la ley, como la guerrilla, los paramilitares y el narcoterrorismo.
 
“Hay que buscar alternativas para que de los bienes que se incautan al narcotráfico, el paramilitarismo y la guerrilla, pueda haber una especie de reparación para las víctimas de la violencia”, señaló sobre el particular.
 
Según Turbay Quintero, si por cada masacre, por cada acto de indolencia por parte de quienes están alejados de la ley, el Estado tiene que responder, pues se volverá un  Estado insolvente.
 
Sostuvo que de continuar la tendencia estadística, según la cual el Estado pierde el 80% de las demandas que se presentan en su contra, “lo que vamos a tener es un Estado absolutamente quebrado”.
 
Una buena noticia
 
A septiembre 30 de 2009, los registros contables relacionados con las demandas en contra de las entidades estatales, tanto del orden nacional como territorial, presentaban Pretensiones por $749 billones, es decir 154% del PIB colombiano del mismo año ($486 billones). 
 
Esta cifra tan exorbitante, estaba explicada principalmente por la existencia de un proceso contra el Ministerio de Agricultura por $595 billones, que aparecía registrada en sus estados contables.  Se trata del llamado “pleito de las tierras de Oriente”, el cual fue fallado en primera instancia a favor de la Nación.
En efecto, en 2009, el Tribunal Administrativo de Antioquia determinó que no existían fundamentos razonables para la demanda, que viene de muchos años atras. Sin embargo, mientras el proceso no hubiera terminado totalmente, la cifra tenía que continuar registrada en el Balance General de la Nación, en las Cuentas de Orden.
 
Pero en estos días precisamente se ha conocido la buena noticia que, en segunda y definitiva instancia, el Consejo de Estado fallo a favor de la Nación en este proceso y ya esa cifra de $595  billones no tiene que aparecer registrada en el Balance General de la Nación, destacó el Contralor Turbay Quintero.
 
Restando este proceso del total de las demandas en contra del Estado, la cifra no resulta menos preocupante, pues alcanza los $155 billones (32% del PIB). Este valor incluye pretensiones por $142 billones y provisiones por $13 billones.
  
En el periodo 2003-2009, se ejecutaron recursos presupuestales por valor de $2.4 billones (precios de 2009), por concepto de sentencias y conciliaciones ejecutoriadas.
 
Solamente en la vigencia 2009, se ejecutaron presupuestalmente, por concepto de sentencias y conciliaciones, aproximadamente 500 mil millones de pesos, lo que da idea de la magnitud de esta “vena rota”, de este “desangre”.
 
“Estos recursos habrían sido destinados a otros sectores que proporcionaran mayor bienestar a la sociedad, si se promoviera la prevención del daño antijurídico y además se contara con una verdadera y eficiente defensa jurídica del Estado”, subrayó el Contralor Turbay Quintero.
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